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19866 RESOLUCIÓN de 12 de agosto de 1998, de
la Dirección General de la Energía, por la que
se hacen públicos los nuevos precios máxi-
mos de venta, antes de impuestos, de los
gases licuados del petróleo.

La Orden del Ministerio de Industria y Energía de 16
de julio de 1998 actualiza el sistema de determinación
de los precios de los gases licuados del petróleo, uti-
lizados como combustibles o carburantes, para usos
domésticos, comerciales e industriales, en todo el ámbito
nacional.

En cumplimiento de lo dispuesto en la mencionada
Orden y con el fin de hacer públicos los nuevos precios
máximos de gases licuados del petróleo, en las diferentes
modalidades de suministro establecidas en su apartado
segundo, esta Dirección General de la Energía ha resuelto
lo siguiente:

Primero.—Desde las cero horas del día 18 de agosto
de 1998, los precios máximos de venta, antes de impues-
tos, de aplicación a los suministros de gases licuados
del petróleo por canalización, según modalidades de
suministro, serán los que se indican a continuación:

Gases licuados del petróleo por canalización a usua-
rios finales:

Término fijo: 214,00 pesetas/mes.
Término variable: 68,08 pesetas/kilogramo.
Gases licuados del petróleo a granel a empresas dis-

tribuidoras de gases licuados del petróleo por canali-
zación: 48,82 pesetas/kilogramo.

Segundo.—Los precios máximos establecidos en el
apartado primero no incluyen los siguientes impuestos
vigentes:

Península e islas Baleares: Impuesto Especial sobre
Hidrocarburos e Impuesto sobre el Valor Añadido.

Archipiélago canario: Impuesto Especial sobre Hidro-
carburos e Impuesto General Indirecto Canario.

Ciudades de Ceuta y Melilla: Impuesto Especial sobre
Hidrocarburos e Impuesto sobre la Producción, los Servi-
cios y la Importación.

Tercero.—Los precios máximos de aplicación para los
suministros de gases licuados del petróleo señalados
en la presente Resolución se aplicarán a los suministros
pendientes de ejecución el día de su entrada en vigor,
aunque los pedidos correspondientes tengan fecha ante-
rior. A estos efectos, se entienden por suministros pen-
dientes de ejecución aquéllos que aún no se hayan rea-
lizado o se encuentren en fase de realización a las cero
horas del día de entrada en vigor de la presente Reso-
lución.

Cuarto.—Las facturaciones de los consumos corres-
pondientes a los suministros de GLP por canalización
medidos por contador, relativas al período que incluya
la fecha de entrada en vigor de la presente Resolución
o, en su caso, de otras Resoluciones u Órdenes anteriores
o posteriores relativas al mismo período de facturación,
se calcularán repartiendo proporcionalmente el consumo
total correspondiente al período facturado a los días ante-
riores y posteriores a cada una de dichas fechas, apli-
cando a los consumos resultantes del reparto los precios
que correspondan a las distintas Resoluciones u Órdenes
aplicables.

Quinto.—Las empresas distribuidoras de GLP por
canalización adoptarán las medidas necesarias para la
determinación de los consumos periódicos efectuados
por cada uno de sus clientes, a efectos de proceder
a la correcta aplicación de los precios de GLP por cana-
lización a que se refiere la presente Resolución.

Madrid, 12 de agosto de 1998.—El Director general,
Antonio Gomis Sáez.
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19867 REAL DECRETO 1661/1998, de 24 de julio,
sobre traspaso de funciones y servicios de
la Administración del Estado a la Comunidad
Autónoma de Castilla-La Mancha, en materia
de gestión de la formación profesional ocu-
pacional.

El artículo 149.1.7.a y 13.a de la Constitución reserva
al Estado la competencia exclusiva en materia de legis-
lación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órga-
nos de las Comunidades Autónomas, así como sobre
las bases y coordinación de la planificación general de
la actividad económica.

Asimismo, el artículo 149.1.30.a de la Constitución
establece la competencia exclusiva del Estado sobre
regulación de las condiciones de obtención, expedición
y homologación de títulos académicos y profesionales,
que han sido objeto de concreción en la Ley Orgáni-
ca 1/1990, de 3 de octubre, de ordenación general del
sistema educativo por lo que se refiere a la formación
profesional reglada, remitiendo la ordenación de la for-
mación profesional ocupacional a su normativa espe-
cífica, que comprende la certificación de profesionalidad,
y en el marco de las funciones de coordinación que
al Consejo General de Formación Profesional otorgan
las Leyes 1/1986, de 7 de enero, y 19/1997, de 9
de junio.

Por su parte, el Estatuto de Autonomía de Castilla-La
Mancha, aprobado por Ley Orgánica 9/1982, de 10
de agosto, y reformado por las Leyes Orgánicas 7/1994,
de 24 de marzo, y 3/1997, de 3 de julio, establece
en su artículo 33.11 que corresponde a la Junta de
Comunidades, en los términos que establezcan las leyes
y normas reglamentarias que en desarrollo de su legis-
lación dicte el Estado, la fusión ejecutiva en material
laboral, y en el artículo 37.1 que corresponde también
a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo
legislativo y ejecución de la enseñanza en toda su exten-
sión, niveles y grados, modalidades y especialidades, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Cons-
titución y leyes orgánicas que, conforme al apartado 1
del artículo 81 de la misma lo desarrollen, y sin perjuicio
de las facultades que atribuye al Estado el artículo
149.1.30.a y de la alta inspección para su cumplimiento
y garantía.

En consecuencia procede, que la Comunidad Autó-
noma de Castilla-La Mancha asuma las funciones en
materia de gestión de la formación profesional ocupa-
cional que viene desempeñando la Administración del
Estado.

Finalmente, el Real Decreto 1064/1983, de 13 de
abril, determina las normas y el procedimiento a que
han de ajustarse los traspasos de funciones y servicios
del Estado a la Comunidad Autónoma de Castilla-La
Mancha.

De conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto
citado, que también regula el funcionamiento de la Comi-
sión Mixta de Transferencias prevista en la disposición
transitoria quinta del Estatuto de Autonomía de Casti-
lla-La Mancha, esta Comisión adoptó, en su reunión del
día 8 de julio de 1998, el oportuno Acuerdo, cuya vir-
tualidad práctica exije su aprobación por el Gobierno
mediante Real Decreto.


